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La Ley 1676 de 2013 modificó el régimen de Garantías en el sistema jurídico 
colombiano, motivo por el cual es necesario estudiar los principales puntos del 
cambio de normativa; como la ampliación de los bienes que pueden ser objeto de 
garantía, la nueva forma de constituir y ejecutar las garantías, su registro y 
prelación. Las características de ejecución de garantías de la nueva ley podrían 
poner en riesgo la Seguridad Jurídica si se tiene en cuenta que el uso de bienes 
muebles como garantía de créditos y su respectivo registro, crean prelación frente 
a aquellas garantías que no hayan sido inscritas.  
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Act 1676 of 2013 modified the regime of Guarantees in the Colombian legal 
system, which is why it is necessary to study the main points of change, such as 
the expansion of assets that can be guaranteed, and the new way of establishing 
and executing the guarantee. The executions characteristics of guarantees of the 
new Act could jeopardize Legal Security if we take into account that the use of 
movable property as a guarantee of credits and their respective registration, create 
priority over those guarantees that have not been registered. 
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La expedición de la ley 1676 de 2013, cambia sustancialmente el régimen 
de garantías en el país, se hace necesario entonces que sean analizados de 
manera minuciosa cuáles son los cambios más relevantes y sus consecuencias 
jurídicas.  
 
En los primeros artículos de esta ley se expresan claramente el motivo y la 
finalidad por los que se expide. Si bien es cierto que se busca incrementar el 
acceso al crédito mediante la ampliación de los bienes que se pueden usar en 
garantía por medio de mecanismos más simples para constituir y ejecutar, esto 
podría conllevar a efectos secundarios, como una modificación en materia de 
prelación de créditos, ya no atendiendo a la norma general si no, a la especial y 
sus nuevas características.  
 
Es importante que se analicen los efectos de la Ley 1676 de 2013 
atendiendo a la diferencia entre las consecuencias queridas y las realmente 
obtenidas. Así, las modificaciones respecto de las garantías puedan ser 
entendidas desde su objetivo final, sea este alcanzable o no. El presente artículo 
busca analizar de una manera objetiva e imparcial los puntos a favor y en contra 
de esta nueva ley de Garantías Mobiliarias y se ahondará en el tema de la 
ejecución especial de las mismas, que constituye un tema controversial al otorgar 
facultad a las notarías y cámaras de comercio para ejecutarlas. 
 
En un primer momento, se analizarán los conceptos y definiciones básicas 
como insumos para el análisis a realizarse en los capítulos subsecuentes, con 
fundamento en la nueva ley y en consonancia con el sistema jurídico colombiano. 
En segundo lugar, se observarán con atención los aspectos generales de la Ley 
en cuestión, en especial los bienes de que trata, las operaciones y el registro a 
que se pueden o deben ver sometidos dichos bienes. En tercer lugar, se estudiará 
  
la diferencia entre la ejecución de las garantías mobiliarias del Código General del 
Proceso y en la Ley 1676 de 2013. En un cuarto capítulo, se tratará el 
procedimiento de Ejecución Especial, que se puede realizar ante Cámaras de 
Comercio y Notarías. Para finalizar, se expresarán a manera de conclusión los 
efectos que dicha Ejecución Especial tienen sobre la seguridad jurídica y la 
prelación de créditos establecida en leyes anteriores.  
 
1. Conceptos y Definiciones 
 
La institución de las garantías mobiliarias se remonta al derecho romano, 
donde una obligación podía ser garantizada de distintas maneras. Por un lado, se 
buscaba obligar a un tercero en favor del deudor de la obligación si este llegaba a 
incumplir con lo pactado, y por otra parte se podía entrar a garantizar la obligación 
con una cosa de la que fuera titular el deudor y la cual pasara a cabeza del 
acreedor en caso de incumplimiento. (Arangio Ruiz, Caramés Ferro, & Elguera, 
1986).  
 
Como la mayoría de las instituciones jurídicas, las Garantías han sufrido 
cambios, ordenados por circunstancias como el sistema jurídico y la vanguardia 
investigativa del momento. Esto conlleva a que en cada país y cada ordenamiento 
jurídico, se suelan contener reglas especiales sobre el tema. Para facilitar la 
internacionalización en la materia, la Organización de Estados Americanos OEA 
lanzó una propuesta de ley modelo, que busco preparar la implementación de este 
concepto en los países de América latina, con énfasis en las PYMES y lo que ellas 
representan para la economía (Sexta Conferencia Especializada Interamericana 
Sobre Derecho Internacional Privado, 2002). Es importante asegurar el desarrollo 




El principal propósito de las PYME es aumentar el tamaño de sus negocios, a 
través del incremento de sus ventas, teniendo mayor número de clientela, 
modernizando o incrementando sus maquinarias, aumentando su inventario, etc. 
Sin embargo, para lograr este propósito requieren superar la falta de acceso a 
financiamiento, que representa su principal escollo para lograr el desarrollo 
deseado. El financiamiento externo es esencial para propender al crecimiento de 
estas empresas, ya que de lo contrario, solo tienen la opción de reinvertir sus 
utilidades, lo que no es suficiente para aumentar su tamaño. Existen iniciativas 
empresariales interesantes que lamentablemente no pueden concretarse por falta 
de financiamiento, lo cual genera un efecto negativo que finalmente afecta la 
macroeconomía del país donde opera. (Almuna Perez & Vercellino Jélvez , 2009).  
 
El interés que ha suscitado la situación de las PYMES en América latina ha 
sido tal que en la mayoría de países se han implementado nuevos criterios en el 
tema de garantías mobiliarias, simplificando así los procedimientos para 
constituirlas y ejecutarlas.  
 
En el caso de Chile se cuenta con un sistema financiero robusto que ha 
implementado el acceso al crédito teniendo como garantías bienes inmuebles 
específicos; es decir no consideran para el acceso al crédito producciones futuras 
o maquinaria, como se muestra en el estudio realizado por el Grupo del Banco 
Mundial: 
 
Por lo observado en el registro, además de la información contenida en las 
encuestas, la mayoría de las instituciones financieras aceptan como garantía 
bienes muebles corporales tales como vehículos (particularmente en transacciones 
en beneficio de los consumidores, pero no productos agrícolas o inventarios bajo 
la figura de la prenda sin desplazamiento). En consecuencia, los resultados de la 
encuesta muestran que no se otorga crédito formal garantizado con bienes 
muebles y que si se otorga las condiciones en que se entrega el crédito, como por 
ejemplo las altas tasas de interés se encuentran influenciadas por un alto grado de 
riesgo crediticio. (Grupo del Banco Mundial, 2014).  
  
Al no existir en Chile un sistema de crédito orientado al fortalecimiento 
financiero de las pequeñas y medianas empresas, se trabaja actualmente en la 
inclusión de la Ley modelo sobre garantías mobiliarias de la OEA para este 
objetivo. 
 
En  contraposición al ejemplo chileno, Colombia realizó de una manera 
rápida la reforma en el sistema de garantías mobiliarias, que permite que sean 
considerados diferentes bienes de las empresas como objetos de la garantía, 
tanto presentes como futuros, punto que se tratará más adelante en la 
investigación. 
 
El contraste que se presenta en América latina frente a países 
desarrollados como Estados Unidos es expuesto por el autor Wilson en los 
siguientes términos: 
 
“En los estados unidos y Canadá los créditos comerciales se pagan a una tasa de 
interés normalmente entre el 6 y el 12 % de interés anual.  Además, en estos 
países el crédito es normalmente fácil de obtener.  En contraste, como es del 
conocimiento de todos ustedes, en la gran mayoría de los países de América latina 
y del caribe es muy difícil acceder a un crédito y, para los pocos afortunados que 
llegan a obtenerlo, las tasa de interés normalmente comienzan al 15 % de interés 
anual y, en muchos casos pueden llegar al 20, 30 y hasta 40 % de interés anual.  
 
Esta discrepancia se debe a varias razones, entre ellas la poca importancia que se 
le da a las garantías sobre bienes muebles en los países de América Latina y del 
Caribe, además el costo de intermediación bancaria, las políticas económicas del 
país, factores de cambio de la moneda y políticas monetarias, y entre otras, la 
incertidumbre ocasionada por el marco jurídico y registral actual”. (Wilson, 2003) 
 
Este es un ejemplo de lo difícil que es acceder por parte de las micro, 
pequeñas y medianas empresas a créditos cuando su única garantía son bienes 
  
que los bancos latinoamericanos se ven reacios a tomar como salvaguardia del 
crédito, como lo expresó Correa en el Estudio realizado para las 
Superintendencias de Sociedades y de Industria y Comercio en el año 2011.  
 
“Las PYMES en Colombia enfrentan serias dificultades para acceder al crédito. 
Estudios de Fedesarrollo (2007) y Anif (2006) indican que la principal fuente de 
financiamiento para la PYME es el Crédito Bancario. Según estos estudios, el 
acceso a crédito figura como la segunda restricción más importante en la creación, 
desarrollo o diversificación de sus actividades económicas (Correa, 2011) 
 
Se observa que mientras en los países en desarrollo el 78% de los activos totales 
de una empresa mediana o pequeña están representados en activos mobiliarios 
(maquinaria, equipo, cuentas por cobrar) las instituciones financieras no muestran 
una buena disposición para aceptar activos mobiliarios como colaterales” 
 
La Ley 1676 de 2013 busca aumentar la capacidad de endeudarse de las 
Pymes, al otorgarle beneficios en cuanto a asegurar el pago se refiere al acreedor, 
veremos en el transcurso del presente texto, si los elementos y procedimientos 
que instauró fueron los adecuados para dicha finalidad, o si por el contrario, 
sobrepasaron límites de los principios del Estado Social de Derecho, al vulnerar la 
Seguridad Jurídica de garantías previamente establecidas.  
 
La normativa estudiada propone conceptos expuestos desde la técnica 
jurídica para abordar la nueva legislación, obviando la definición de “garantía 
mobiliaria” que será visto en el siguiente apartado.  A continuación se elabora una 
lista de las definiciones consideradas primordiales para avanzar en el presente 
estudio, presentadas en el artículo 8 de la Ley 1676 de 2013.  
 
“Acreedor garantizado: La persona natural, jurídica, patrimonio autónomo, o 
entidad gubernamental en cuyo favor se constituye una garantía mobiliaria, con o 
sin tenencia. 
  
Crédito: El derecho del garante de reclamar o recibir el pago de una suma de 
dinero de un tercero, adeudada actualmente o que pueda adeudarse en el futuro 
incluyendo, entre otros, las cuentas por cobrar. 
Deudor: La persona a la que corresponda cumplir una obligación garantizada 
propia o ajena. 
Garante: La persona natural, jurídica, entidad gubernamental o patrimonio 
autónomo, sea el deudor o un tercero, que constituye una garantía mobiliaria; el 
término garante también incluye, entre otros, al comprador con reserva de dominio 
sobre bienes en venta o consignación, y al cedente o vendedor de cuentas por 
cobrar, y al cedente en garantía de un derecho de crédito. 
Registro: El registro de garantías mobiliarias. 
Registro especial: Es aquel al que se sujeta la transferencia de derechos sobre 
los automotores, o los derechos de propiedad intelectual. Las garantías sobre 
dichos bienes deberán inscribirse en el Registro Especial al que se sujetan este 
tipo de bienes cuando dicho registro es constitutivo del derecho, el cual dará aviso 
al momento de su anotación por medio electrónico al registro general de la 
inscripción de la garantía, para su inscripción. 
Tenencia: Por tenencia del acreedor garantizado se entenderá la aprehensión 
legítima, material o control físico, de bienes en garantía, por una persona, por su 
representante, o un empleado de esa persona, o por otro tercero que tenga 
físicamente los bienes corporales en nombre de dicha persona”. 
 
Respecto a éste término en específico, concuerda esta investigación con lo 
dicho por Camacho (2014) frente a lo reducido o insuficiente del concepto, pues 
reduce el crédito a aquellas deudas dinerarias.  
 
“atendiendo el anterior concepto, la definición de crédito contenida en el artículo 8 
de la ley 1676 de 2013 parece insuficiente, pues se refiere únicamente a los 
créditos que se desprenden de obligaciones pecuniaria. Este error parece quedar 
enmendado más adelante en su artículo 31, en el cual se refiere a la posibilidad de 
que sean cedidos créditos correspondientes a obligaciones distintas a sumas de 
dinero” (Camacho Lopez, 2014) 
  
1.1 Garantía Mobiliaria 
 
Las Garantías Mobiliarias son una especie de las Garantías Reales. 
Definidas éstas últimas por (Herrera Tapias & Alfaro Patrón, 2011) como “aquellas 
que se constituyen o afectan bienes determinados -muebles o inmuebles- para 
respaldar el crédito, el cual puede pertenecer al deudor mismo o a terceros”. A su 
vez, “otorgan al acreedor el derecho de persecución del bien, e igualmente, un 
privilegio o mejor derecho para el pago” (Tamayo, 2004). Garantías que desde el 
inicio de su uso jurídico se tenían como negocios jurídicos accesorios. (Veiga 
Copo, 2010).  
 
Un nuevo régimen de garantías reales sobre bienes muebles fue instaurado 
con la entrada en vigencia de la ley 1676 del año 2013, que llega así para sustituir 
lo contenido respecto de la prenda en los Códigos de Comercio y Civil. (Dapena 
Echavarría, 2014). Los principales acápites de la nueva Ley incluyen regulaciones 
frente a la constitución, oponibilidad, ejecución y prelación de garantías que 
recaigan sobre los bienes expresados en dicha normativa.  
 
El artículo 3 inciso segundo de la mencionada Ley, define las garantías 
mobiliarias y su ámbito de aplicación, al tiempo que presenta características que a 
continuación se extraerán. 
 
“Independientemente de su forma o nomenclatura, el concepto de garantía 
mobiliaria se refiere a toda operación que tenga como efecto garantizar una 
obligación con los bienes muebles del garante e incluye, entre otros, 
aquellos contratos, pactos o cláusulas utilizados para garantizar 
obligaciones respecto de bienes muebles, entre otros la venta con reserva de 
dominio, la prenda de establecimiento de comercio, las garantías y transferencias 
sobre cuentas por cobrar, incluyendo compras, cesiones en garantía, la 
consignación con fines de garantía y cualquier otra forma contemplada en la 
legislación con anterioridad a la presente ley”.  
  
Así, teniendo en cuenta las normas comerciales y civiles sobre la 
clasificación de contratos, y las disposiciones contenidas en la Ley 1676, el 
contrato de garantía mobiliaria puede definirse como un contrato principal 
celebrado entre el constituyente de la garantía y el acreedor garantizado, que 
tiene por objeto material uno o varios bienes muebles del constituyente, cuya 
tenencia puede transferirse o no al acreedor, para la seguridad de una 
obligación a cargo del constituyente o de un tercero, para que con éste o éstos 
el acreedor satisfaga su crédito directamente, o con el producto de la venta se 
le pague hasta concurrencia del crédito garantizado (Dapena Echavarría, 2014) 
 
1.2  Constitución de Garantías 
 
El artículo tercero antes de definir la garantía mobiliaria, establece la forma 
en que se pueden constituir, creando la primera gran modificación en las bases 
mismas de las garantías en la legislación colombiana, al cambiar la característica 
casi definitoria por la que eran conocidas: “Ser contratos accesorios”. El inciso 
primero del mentado artículo dictamina expresamente el carácter de principal –o 
por disposición de ley, además- de los contratos en que se constituyen las 
garantías mobiliarias. 
 
“ARTÍCULO 3o. CONCEPTO DE GARANTÍA MOBILIARIA Y ÁMBITO DE 
APLICACIÓN. Las garantías mobiliarias a que se refiere esta ley se 
constituirán a través de contratos que tienen el carácter de principales o por 
disposición de la ley sobre uno o varios bienes en garantía específicos, sobre 
activos circulantes, o sobre la totalidad de los bienes en garantía del garante, ya 
sean estos presentes o futuros, corporales o incorporales, o sobre los bienes 
derivados o atribuibles de los bienes en garantía susceptibles de valoración 
pecuniaria al momento de la constitución o posteriormente, con el fin de garantizar 
una o varias obligaciones propias o ajenas, sean de dar, hacer o no hacer, 
presentes o futuras sin importar la forma de la operación o quien sea el titular de 
los bienes en garantía”. 
  
La constitución de una garantía mobiliaria debe ser realizada mediante un 
contrato entre el garante y el acreedor garantizado y contener elementos 
esenciales como lo son los nombres e identificación de los contratantes, el monto 
máximo que cubre la garantía que se está otorgando, la descripción de los bienes 
dados en garantía y una descripción de las obligaciones garantizadas. 
 
La finalidad principal del deudor cuando constituye una garantía, consiste 
en satisfacer el interés del acreedor en relación a un determinado crédito, al 
estimular el cumplimiento y remediar las consecuencias de un posible 
incumplimiento, es decir la función de la garantía consiste el brindar seguridad 
jurídica al acreedor. (Rojas Bolivar, 2015) 
 
La extensión que se realizó mediante esta ley a bienes muebles que antes 
no se consideraban como prendas en garantía, busca ampliar el panorama 
crediticio de pequeños y medianos empresarios que no cuentan con grandes 
capitales, aumentando definitivamente el número de posibles deudores -con 
garantía- en el sistema financiero.   
 
La constitución de la garantía mobiliaria si bien no es totalmente especifica 
en la ley, no da lugar a interpretaciones sobre la misma, por lo que su constitución 
se encuentra ajustada a un contrato del cual surgirán derechos y obligaciones 
para las partes que han decidido constituir la garantía mobiliaria. De igual manera 
los derechos y obligaciones de garante fueron plasmados de manera explícita por 
el legislador en el texto de la Ley 1676 de 2013.   
 
2. Aspectos Generales de la Ley 1676 de 2013 
 
En primer lugar es clara la motivación para la expedición de esta ley, y en 
este punto la Superintendencia de Sociedades ha sido bastante enfática al indicar 
  
que para el año 2011 sólo el 12% de las PYMES tenían acceso a créditos 
efectivos por parte de las entidades financieras. (Correa, 2011) 
 
Esta ley busca entonces que se pueda dar un cambio en el régimen de 
garantías, para que este tipo de empresas pueda acceder de forma efectiva a 
canales de financiación que aumenten su productividad y los ayuden a 
estabilizarse financieramente.  En Colombia se ha buscado constantemente por 
parte del gobierno nacional que las personas tanto naturales como jurídicas 
puedan acceder a productos del sistema financiero con mayor facilidad, y esto va 
ligado de manera especial al cambio impulsado en la ley 1676 de 2013.3 
 
Se amplía el concepto de “Garantía Mobiliaria” a todos los bienes que sean 
susceptibles de valoración pecuniaria, con lo que se busca que sea más fácil el 
acceso al crédito, ya que habrá más posibilidades de constituir una garantía real 
ante una entidad financiera o de crédito. Del mismo modo se buscó agilizar la 
ejecución de una garantía mobiliaria y por esto se dio potestad a las partes para 
que planteen una ejecución especial4 de la misma que puede ser llevada ante una 
notaría o una cámara de comercio. 
 
Concuerda con los beneficios de esta ampliación el autor Bonilla Sanabria, 
(Bonilla Sanabria F. , 2014), pero hace un llamado a tener en cuenta factores 
económicos que la ley no puede controlar, como el valor liquido de ciertos bienes, 
y será el mismo mercado, compuesto por las instituciones de crédito y las PYMES, 
el que desarrolle la forma de convertir en patrimonio líquido los bienes dados en 
garantía. 
 
                                               
3
 La superintendencia de Sociedades realizó un estudio previo a la expedición de la ley, donde se visibilizó 
que las PYMES tienen grandes dificultades para el acceso a créditos bancarios.  
4
 El artículo 62 de la Ley 1676 de 2013, reguló la ejecución especial de las Garantías Mobiliarias, la cual se 
llevará a cabo en ciertos casos expresos, ante Notarias o cámaras de Comercio y busca agilizar el trámite de 
la ejecución.  
  
Si bien es acertado que la reforma haya buscado aumentar el número de bienes o 
derechos susceptibles de servir de garantía, también es cierto que dicho aumento 
depende del desarrollo que en la práctica tengan los mecanismos de liquidez de 
los nuevos bienes o derechos que pueden usarse como garantía. Según el tipo de 
bienes, estos serán más o menos líquidos, y lo son o serán por razones que 
exceden la lógica del legislador de garantías. Este asunto de la liquidez de los 
bienes dados en garantía no se encuentra regulado en la ley, ni debería haberlo 
sido en razón a que es un tema de mercado y deberá ser desarrollado por el 
mismo de forma paulatina. Por lo tanto, serán las entidades de crédito, y en 
general los acreedores dispuestos a recibir este tipo de bienes en garantía, 
quienes tendrán un interés y por lo tanto un incentivo para contribuir al desarrollo 
de mecanismos de valoración de los bienes o derechos que no tienen un mercado 
secundario líquido. (Bonilla Sanabria F. , 2014) 
 
En una encuesta realizada por la Superintendencia financiera antes de la 
expedición de la Ley de Garantías Mobiliarias, se evidenció cuáles activos no son 
tenidos en cuenta como Garantía en el momento de acceder a un crédito.  
 
Figura 1. Garantías aceptadas para acceso a créditos 
 
Fuente: Encuesta realizada por la Superintendencia a las instituciones financieras. Año 2013 
  
Aquí tuvo el impulso la nueva ley de garantías mobiliarias que busca que 
todos los activos de las PYMES y Microempresas sean aceptados como 
Garantías, además crea un registro donde la información de las Garantías 
Mobiliarias será llevada de manera sistemática y mucho más organizada. 
 
Colombia propendió mediante esta ley por adoptar una posición en 
concordancia con las normas internacionales frente a las garantías, y por lo tanto 
una armonización con la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias. 
 
La definición de Garantía Mobiliaria deroga las leyes que regulan con 
anterioridad temas como prenda civil, bonos de prenda entre otros, conforme al 
inciso tercero del artículo 3 de la ley 1676 de 2013.  
 
“Cuando en otras disposiciones legales se haga referencia a las normas sobre 
prenda, prenda civil o comercial, con tenencia o sin tenencia, prenda de 
establecimiento de comercio, prenda de acciones, anticresis, bonos de prenda, 
prenda agraria, prenda minera, prenda del derecho a explorar y explotar, volumen 
aprovechable o vuelo forestal, prenda de un crédito, prenda de marcas, patentes u 
otros derechos de análoga naturaleza, derecho de retención, y a otras similares, 
dichas figuras se considerarán garantías mobiliarias y se aplicará lo previsto por la 
presente ley”. 
 
 Dicha unificación legislativa es un avance,  ya que se contará con una sola 
normativa al momento de solicitar un crédito financiero y respaldar el mismo con 
una Garantía Mobiliaria, generando comodidad en los usuarios y en las pequeñas 
y medianas empresas al reducir riesgos por desconocimiento de la ley, al tiempo 
que facilita la labor de las entidades de crédito y financieras permitiendo la 




2.1. Bienes Susceptibles de valoración pecuniaria 
 
Resume magistralmente (Rojas Bolivar, 2015) los antecedentes semánticos 
de la palabra “bien”, desde su significado primigenio en el latín como la propiedad 
“bonum”, y su plural “bienes” que en el derecho, son aquellas cosas que prestan 
utilidad al hombre. (Alhippio G, 1999). Por otro lado, el objeto será aquel bien que 
se grava. (Perico Rodriguez, 2012) 
 
Para la legislación colombiana, son bienes las cosas corporales e 
incorporales, como reza el artículo 653 del Código Civil, y en últimas, son aquellos 
derechos personales y reales que pueden ser parte de un patrimonio, o 
susceptibles de valoración pecuniaria. (Gómez, 1981) 
 
El artículo octavo de la Ley 1676 de 2013, incluye en sus definiciones la de 
bienes dados en garantía,  
Bienes en garantía: Son todos aquellos bienes a los que se refiere el artículo 6o y 
todos los inmuebles por adhesión o por destinación a los que se refiere el artículo 
5o de la presente ley. 
 
Y por referencia, el artículo cinco sobre inmuebles por adhesión o 
destinación:  
 
“ARTÍCULO 5o. GARANTÍAS MOBILIARIAS SOBRE MUEBLES ADHERIDOS O 
DESTINADOS A INMUEBLES. Podrán constituirse garantías mobiliarias sobre 
bienes inmuebles por adhesión o por destinación, si estos pueden separarse del 
inmueble sin que se produzca detrimento físico de este. Los bienes así gravados 
podrán ser desafectados al momento de la ejecución de la garantía”. 
 
Y el artículo 6 que nombra los bienes susceptibles de entregarse en 
garantía real:  
 
  
ARTÍCULO 6o. BIENES EN GARANTÍA. Para garantizar obligaciones presentes y 
futuras, propias o ajenas, el garante podrá, además de los casos contemplados en 
la ley, constituir garantías mobiliarias a favor del acreedor garantizado sobre: 
1. Derechos sobre bienes existentes y futuros sobre los que el garante adquiera 
derechos con posterioridad a la constitución de la garantía mobiliaria. 
2. Derechos patrimoniales derivados de la propiedad intelectual. 
3. Derecho al pago de depósitos de dinero. 
4. Acciones, cuotas y partes de interés representativas del capital de sociedades 
civiles y comerciales, siempre que no estén representadas por anotaciones en 
cuenta. 
5. Derechos a reclamar el cumplimiento de un contrato que no sea personalísimo 
por el obligado o por un tercero designado por las partes como cumplidor sustituto. 
6. En general todo otro bien mueble, incluidos los fungibles, corporales e 
incorporales, derechos, contratos o acciones a los que las partes atribuyan valor 
económico. 
 
2.2. Registro Único de Garantías Mobiliarias 
 
El procedimiento de registro de Garantías Mobiliarias se debe realizar ante 
Confecámaras, dicho registro se realiza electrónicamente y tiene la certeza 
tecnológica de la capacidad para asegurar la disponibilidad e integridad de la 
información.  
 
Es un sistema que buscó implementar un método de archivo centralizado, donde 
se inscriben las garantías que se constituyen por acuerdo entre las partes o 
ministerio de la ley, su propósito principal es dar publicidad y permitir el acceso a la 
información por medios electrónicos, el Registro Único de Garantías Mobiliarias es 
operado por la Confederación Colombiana de Cámaras de Comercio, en adelante 
Confecámaras, la cual es una entidad privada, sin ánimo de lucro, que agremia y 




Mediante este registro se pueden realizar operaciones como inscripción, 
modificación, cancelación, ejecución de las garantías mobiliarias entre otros, la 
base de datos compuesta con la información de las garantías mobiliarias es de 
acceso público y con esto se garantiza la publicidad de este tipo de contratos. 
 
Efecto principal del registro es la publicidad y por lo tanto la oponibilidad a 
las garantías inscritas en la plataforma. Facilita el control eficaz de las garantías 
que existen, siendo fácilmente comprobable por cualquier persona natural o 
jurídica, con acceso a internet y a la plataforma que fue creada para tal finalidad.  
 
Un segundo efecto del registro, pero no menos importante, es la prelación, 
esto es, el orden en que se generará la satisfacción de las obligaciones en los 
casos en que concurran dos o más acreedores.  
 
 Prelación:  
 
El tema de la prelación de garantías mobiliarias ante otros créditos será 
determinado de acuerdo al momento de inscripción de la misma como lo establece 
el artículo 48 de la Ley 1676 de 2013: 
ARTÍCULO 48. PRELACIÓN ENTRE GARANTÍAS CONSTITUIDAS SOBRE EL 
MISMO BIEN EN GARANTÍA. La prelación de una garantía mobiliaria sin tenencia, 
incluyendo la de sus bienes derivados o atribuibles, constituida de conformidad 
con esta ley, así como los gravámenes surgidos por ministerio de la ley, judiciales 
y tributarios, se determina por el momento de su inscripción en el registro, la cual 
puede preceder al otorgamiento del contrato de garantía. 
Una garantía mobiliaria que sea oponible mediante su inscripción en el 
registro, tendrá prelación sobre aquella garantía que no hubiere sido 
inscrita”. 
  
Éste artículo dispone que tendrá una prelación quien primero haya inscrito 
la garantía en el registro mencionado anteriormente, de manera que no se tienen 
en cuenta acreencias de otro tipo aun cuando están establecidas 
jurisprudencialmente. (Herrera Rodríguez, 2014) 
 
Se crea el Registro Único de Garantías Mobiliarias, como está establecido 
en el artículo 38 de la Ley de garantías mobiliarias. El cual consiste en un sistema 
de archivo de acceso público a la información de carácter nacional, que tiene por 
objeto dar publicidad a través de Internet. Este registro se crea con el fin de 
centralizar toda la información sobre las Garantías Mobiliarias otorgadas y que las 
mismas puedan ser consultadas de una forma rápida.  
 
La importancia del registro se puede ver en los problemas económicos que 
se generan si no se cuenta con plataformas establecidas con dicha finalidad, así, 
según el Doing Business 2010 (The World Bank, 2010), la falta de registro y de 
reglas claras en caso de quiebra, ponen en desventaja a las pymes para el acceso 
al crédito, y concuerda (Correa, 2011) con esta idea al exponer que un registro de 
garantías mobiliarias dota de seguridad jurídica al acreedor para la persecución 
del bien.  
 
3. Ejecución de Garantías Mobiliarias 
 
La ley contempla 3 figuras. El pago directo, la ejecución especial y la 
ejecución judicial.  
 
Pago directo es la figura más novedosa, establecida en el artículo 60 así:  
Artículo 60. PAGO DIRECTO. El acreedor podrá satisfacer su crédito directamente con 
los bienes dados en garantía por el valor del avalúo que se realizará de conformidad con 
lo previsto en el parágrafo 3° del presente artículo, cuando así se haya pactado por mutuo 
acuerdo o cuando el acreedor garantizado sea tenedor del bien dado en garantía.  
  
PARÁGRAFO 1°: Si el valor del bien supera el monto de la obligación garantizada, 
el acreedor deberá entregar el saldo correspondiente, deducidos los gastos y costos, a 
otros acreedores inscritos, al deudos o al propietario del bien, si fuere persona distinta al 
deudor, según corresponda, para lo cual se constituirá un depósito judicial a favor de 
quien corresponda y siga en orden de prelación, cuyo título se remitirá al juzgado 
correspondiente del domicilio del garante.  
PARÁGRAFO 2°: Si no se realizare la entrega voluntaria de los bienes en poder 
del garante objeto de la garantía, el acreedor garantizado podrá solicitar a la autoridad 
jurisdiccional competente que libre orden de aprehensión y entrega del bien, con la simple 
petición del acreedor garantizado.  
PARÁGRAFO 3°: En el evento de la apropiación del bien, este se recibirá por el 
valor del avalúo realizado por un perito escogido por sorteo, de la lista que para tal fin 
disponga la Superintendencia de Sociedades, el cual será obligatorio para garante y 
acreedor, y se realizará al momento de entrega o apropiación del bien por el acreedor.  
 
La ejecución judicial es aquella en la que se faculta al juez civil y a la 
Superintendencia de Sociedades, se dará bajo la figura de adjudicación o 
realización especial de la garantía real regulado en los artículos 467 y 468 del 
Código General del Proceso.  
 
El deudor deberá realizar la inscripción en el formulario registral de 
ejecución dispuesto en la plataforma de registro de garantías mobiliarias 
prioritarias.  
 
La ejecución de garantías mobiliarias como se observa en la figura anterior 
busca una mayor celeridad dentro del proceso, con esto busca incentivar a las 
entidades financieras para que promuevan créditos con mayor facilidad a las 

























Figura 2. Elaboración Propia. 
 
 
La ejecución del bien mueble constituido como garantía, en caso de 
incumplimiento de la obligación, debe ser un procedimiento expedito para evitar 
que los derechos de los acreedores así como su patrimonio resulten afectados. 
Sin embargo, en Colombia, la congestión de la Rama Judicial y las dificultades 
procedimentales impiden una ejecución ágil y eficaz de la garantía. En este 
punto cabe resaltar que la desprotección de los derechos de los acreedores 
perjudica a los deudores potenciales, ya que en esa misma medida se restringe 
la oferta de crédito y por ende resulta afectada también la economía. (Rojas 
Bolivar, 2015) 
 
Sin embargo la ejecución especial de las garantías mobiliarias que se 
desarrolla en la Ley 1676 de 2013 presenta aspectos que pueden generar 
inseguridad jurídica para el deudor y el acreedor, tema que será analizar de 
manera detallada más adelante en el capítulo 4 del presente documento.  
  
 
3.1. En el Código General del Proceso 
 
Cómo se ha visto a lo largo de la investigación, la ley estudiada presentó 
innovadores procedimientos, que hasta el momento se regían por las normas 
procesales generales colombianas, con limitantes serias frente a las diversas 
formas de garantía mobiliaria existentes. (Rojas Bolivar, 2015) 
 
Más que un análisis de los artículos 467 y 468 del Código General del 
Proceso, en éste apartado se buscará exponer las limitaciones que acudir a la 
Justicia Ordinaria acarrea para la ejecución de las garantías.  
 
En primer lugar, la congestión judicial representa la lentitud y falta de 
eficacia del sistema procesal rígido colombiano. Si la Ley 1676 de 2013 hace un 
esfuerzo para ampliar el acceso al crédito con fundamento en la facilidad de hacer 
exigible la garantía en caso de incumplimiento, no debió referir la ejecución a la 
rama judicial. Lo que puede considerarse como error, es medianamente 
subsanado con la existencia de la ejecución especial y el pago directo.  
 
En segundo lugar, hay un problema económico derivado del punto anterior: 
El hecho de iniciar un procedimiento ante la rama judicial implica el paso del 
tiempo, y en los bienes de que trata la ley 1676 de 2013 muchas veces también 
implica pérdida de valor comercial.  
 
La sumatoria de los dos puntos anteriores es suficientes para reconocer 
que es contradictorio que una norma cuyo espíritu es aumentar el acceso al 




4. Análisis del Proceso de Ejecución Especial de la Ley 1676 de 2013  
 
Sumado al pago directo y la ejecución judicial, la ejecución especial es el 
tercer procedimiento que la ley 1676 incluye para hacer efectiva la garantía sobre 
bienes muebles. Permite que las partes lleguen a acuerdos respecto a la forma de 
hacer exigible la garantía.  
 
“El acreedor a quien se le haya incumplido cualquiera de las obligaciones 
garantizadas, podrá hacer requerimiento al deudor si así se pactó o a 
través de notario público o de Cámara de Comercio, para que dentro del 
término de 10 (diez) días acuerde con él la procedencia de la ejecución 
especial de la garantía mobiliaria, siempre y cuando así se haya estipulado 
en el contrato de garantía o sus complementarios.  
 
El artículo 62 de la ley en cuestión establece los requisitos para que 
proceda la ejecución especial, en: Que exista mutuo acuerdo; que se trate de una 
garantía con tenencia; que se tenga el derecho de retención del bien; Bienes con 
valor inferior a 20 SMMLV; Cumplimiento del plazo o condición resolutorio de una 
obligación, Cuando el bien sea perecedero. 
Además, el procedimiento se puede resumir en las siguientes etapas:   
 
a. Inscripción en el Registro de garantías mobiliarias del formulario de 
ejecución.  
b. Solicitud a un Notario o a una Cámara de Comercio de enviar al garante 
una copia de la inscripción del formulario de ejecución.  
c. Envío de una copia del formulario de ejecución a los demás acreedores 
garantizados registrados.  
d. Presentación de oposiciones a la ejecución de la garantía. Las cuales 
solo pueden versar sobre la extinción de la garantía, la extinción de la obligación 
garantizada, la inexigibilidad de la garantía, la falsedad de la firma o del título y el 
  
error en la cantidad exigible. Cualquier otra excepción debe resolverse por la vía 
judicial.  
e. Trámite de objeciones  
f. venta de los bienes en garantía; se admite la venta si el bien ha perdido el 
40% de su valor.  
g. Imputación de la enajenación. Se pagan primero los gastos de la 
ejecución especial, y luego las obligaciones que eran garantizadas.  
h. Cancelación de la inscripción.  
 
4.1   Cámara de Comercio 
 
En Colombia, la Ley 27 de 1877 crea la primera cámara de comercio  para 
representar los intereses de los empresarios. Su función desde su creación ha 
sido impulsar los negocios de los privados por medio de la relación gremial de 
comerciantes y la organización administrativa del Estado.  
 
Amplias son las funciones administrativas y las facultades que se ha 
otorgado a las Cámaras de Comercio, que funcionan como entidades sin ánimo de 
lucro con  finalidades de apoyo a la libertad de empresa y su desarrollo, como 
llevar el registro mercantil y del registro único de proponentes.  
 
La ley 1676 de 2013 en su artículo 64, autoriza a las Cámaras de Comercio 
para conocer del procedimiento de ejecución especial de la garantía mobiliaria. 
CONFECÁMARAS, entidad sin ánimo de lucro en que se agremian las Cámaras 
de Comercio a nivel nacional, se ha apersonado del procedimiento por orden del 
Decreto 400 del 24 de febrero de 2014, y eso se hace visible en la vigilancia que 




4.2  Notarías 
 
Aunque la función notarial ha sido siempre dar fe pública, considerado un 
servicio público según lo expresa el artículo 131 de la Constitución Política de 
Colombia, también hay facultades relacionadas con la confianza en las 
instituciones que encabezan los notarios públicos por orden de leyes especiales.  
 
El Decreto 1835 de 2015 da la calidad de Entidad Autorizada a los notarios 
a través de sus notarías para tramitar la ejecución especial de la garantía. A su 
vez les fija los cobros máximos, con base en un valor razonable para los gastos de 
operación, y ordena el procedimiento para el registro en la plataforma tecnológica. 
 
5.  Efectos de la Ejecución Especial de Garantías Mobiliarias 
 
La ejecución especial vista en el capítulo anterior contiene efectos jurídicos 
acordes a los objetivos de la norma. El primer gran efecto es la facilidad para 
hacer exigible la garantía. Aunque no es un proceso gratuito, sí tiene costos 
administrativos relativamente bajos con respecto a otros mecanismos, como la 
ejecución judicial, cuyo desgaste físico, documental y temporal hace poco 
apetecible para los comerciantes y entidades de crédito la persecución de la 
garantía por ese medio. 
 
El techo impuesto por la ley al valor de los bienes exigibles por este 
mecanismo, logra efectivamente ampliar el acceso al crédito para personas cuyos 
activos no son de una cuantía alta. Además permitir la cobertura a bienes 
presentes o futuros, se enfoca en pequeñas y medianas empresas de sectores 
económicos que históricamente no han sido el objetivo de las entidades 






El principal objetivo de la estudiada Ley 1676 de 2013 era facilitar el acceso 
al crédito. Dicha finalidad se cumple a medias, todo debido a las innovaciones 
relativamente eficientes que establece.  
 
Reevaluar la calidad de “accesorio” de las garantías, genera un nuevo 
ámbito de aplicación de los contratos que los contienen, así, al ser negocios 
jurídicos “principales”, se independiza la garantía de la obligación que se 
garantiza.   
 
La unificación legislativa generada en materia de prenda y garantías reales 
sobre bienes inmuebles, facilitará el acceso al crédito debido a la confianza que 
genera el hecho de tener que estudiar una sola ley y los pocos decretos que la 
regulan, a diferencia de años anteriores en que se encontraba pulverizada la 
normativa sobre el tema.  
 
Se cumplió con el principal objetivo de facilitar el acceso al crédito por parte 
de las pequeñas y medianas empresas, representando en un avance económico a 
nivel nacional en las pequeñas y medianas empresas, brindando mayor seguridad 
jurídica tanto a acreedor como a deudor.  
 
El sistema de ejecución especial es expedito y eficiente, permitir el pago 
directo cuando se tienen garantías mobiliarias con tenencia se aproxima a 
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